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Resultando que el R;;g;strador de la Propiedad de La Bisbal, en
defensa de su nota alegó que el aniculo 1.453 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil constituye el argumento principal y ~lsivo
en Que se basa la nota, como más adelante se ei\pondrá, y c,tue la
inelusion de los artículos 63, 12, 1.397 Y 1.409 sobre embargos
preventivos fue a tilu19 meramente indicativo; que hay una especie
de fuero o estatuto de Ii finca que reclama exclusivamente la
competencia del Juez del lugar donde eSIf situada (cfr. mieulos 41,
117,131,201 Y209-1.° de la Ley Hipotecaria, asi como el 157, 306
y 313 'del ReR1amento para su ejecución); que el mículo 297
reformado de fa Ley de Enjuiciamiento·Civil está dentro del título

.6.°, Sección 5.a, que no se refiere ni a cotUeni~os sustanciales de
decisiones judiciales, ni a_co1'npet~nciasde los Jueces que las dicten,
ya 9ue se refiere a la colaboración que deben prestar.8 la Función
Judicial ciertos funcionarios que legalmente han de ser los de la
propia juri~icci6n del ~uez que dicta--el mandamiento; que esta
Interpretación aparece avalada en los artículos 284 y 285 de la
misma J..ey, que regulan con todo detalle el exhorto Que en ningún
modo ha desaparecido; que los comentaristas Se expresan en
parecidos términosal antes reseñado; que el artículo 299 reformado
se refiere a un problema de forma de comunicación de UDa
resolución judicial, pero en modo aJauno prejuzga la· jurisdicción
del' Juzgado o Tribunal que dicta la reooluClón; que de la compara­
ción del texto del antiguo artículo 291 y de lo. nuevos 289 y 299
quQtlo 'Sustituyen, resulta: Que, donde antiguamente se preveía, la

"entrega del. exhorto o del mandamiento a -la parte que lo hubiere
solicitado, abora *' prevé el curso directo, con la sola excepción de
los exhortos en que se da.a la parte interesada la opción de solicitar
su entrega para gestionarlo personalme~te '1 que simplemente se
agiliza la tramitación sin alterar la jurisdiccIón ni la competencia,
por lo que sigue existiendo la neceSidad del auxilio judicial; que el
artículo 1.453 tratándose de embargo de bienes inmuebles. se
remite a la Ley Hipotecaria y al Reglamento para su ejecución, por

- lo que la Ley de Enjuiciamiento Civil no entra en los requisitos, ni
en la forma, ni en los documentos precisos para la práctica de la
anotación preventiva de emba~o, y por ello hay que estar 'a lo que
indican las normas li'ipotecanas; que a través de ello queda
perfectamente delimitada: a) comp;,etencia' para decretar el embargo
que corresponda al Juez o Tribunal que conozca del procedimiento,'
y b) competencia~ decretar la anotación preventiva a través del
correspondiente mandamiento' que debe dietar el Juez del lugar de
la sítuación de los bienes (cfr. Resolucíones de 19 de agosto de 1919
y 25 de mayo de 1938); que dicho mículo 1.453 no. ha .ido
derogado por la zeforma que lo ha dejado intacto y ante la elaridad
y precisión de este precepto huelga toda discusión; que para que la
nueva Ley deroge a la anterior, debe aquélla disponerlo especial­
mente, ser éontraria u oponerse sin lugar a dudas a la misma, 10 que
no sucede en el caso del artículo 1.453 que ha sido respetado
ínteFamente por la refqnna; Que dicho artículo 1.453 no sólo se
remite a la Ley Hipotecaria. sino .también al Reglamento para su
ejecución, por lo:que este texto legal que4a elevado a la ,condición
de Ley; que la unidad de criterios de remisión a la Ley Hipotecaria
aparece confirmada en la disposición final de lá. primitiva Ley de
1881; ~ue el principio de titulación auténtica del articulo 3.° de la
~ ~lpotecaria exige. ~l oportuno exhorto en los docu~e~~os
judiciales y_en los ténnlnos que resultan de la Ley de EnJ\üc18­
miento Civil y que su refrendo por el Juez del Partido del Registro
de la Propiedad en Q'ue estA situada la finca. $upon_e una garantía
de autenticidad al calificarlo. .

Resultando Que el excelentísimo--señor Presidente de la Audien·
cía Territorial de Barceloria revocó la nota del. Registrador en base
a las misOlas consideraciones y argumentos que en otros recursos
ya resueltos por el propio Presidente;' , . .

Resultanto que el Registrador de la Propiedad se alzó de la
decisión presidencial y aPeló ante este Centro Directivo reiterando
los argumentos sefialados en el informe de defensa de la" nota; -

Vitos los aniculos 608 del Código Civil; 55, 291 (texto anterior
a la Reforma de 6 de agosto de 1984),225, 284, 285

0
289,297,299

y 1.453 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 784-1. de la Le,}' de
Enjuiciamiento Criminal; 257 de la1..ey Hípotecaria y 165-2. del
Reglamento para su ejecución y las resoluciones de este Centro de
19 de agosto de 1919,25 de·mayo de 1938 l' 31 de octubre de 1985;

Considerando que este expedjente plantea una cuestión idéntica
a la resuelta por la Resolución de 31 de octubre de 1985, a saber,
la de si para practicar un asiento en los libros regístrateS ordenado
por la Autoridad judicial es necesario qtte el mandamiento que 10
eontenga .ea·librado por el Juez del Panído Judicial en donde se
encuentre enclavado el Registro, o puede hacerlo directamente el
Juez que entendió del asunto sin necesidad de exhortar al primero
para que sea éste Quien lo expida;

Considerando y como resumen del contenido de la mencionada
Resolución. que la necesidad de agilizar y d~r rapidez a la
uamitac'ióh de los procesos judiciales, con la supresión del princi­
pio jerárquico en materia de auxilio judicial, así como la interpreta­
ción de los'"3.rtículos- 299 y cQncordan~es de la Ley de Enjuicia­
miento Civil, que no resulta contrádictoria con el 1.453 de I~

l11isma Ley. ya que la remisión que hace a las nOJ1l1as ijjpotecarias,"
hay que entenderlas referidas' a su alcance propíamente registrral,
autonzan a considerar que el "texto del artículo 165 del Reglamento
Hipotecario ha devenido incompatible con el cambio_ operado, y
entenderlo no aplicable en' base a lo dispues10 en la disposición
deroptoria éstablecida en la nueva Ley, solución ésta que aparece
en concordancia con la total Dormativa procesal efectuada por la
refonna y con el espíritu y finalidad Que la inspira,

Esta Dirección General ha aCordado confirmar el auto apelado.

Lo que, con devolucitm del .exPediente origina~ comunico a
V. E. para su conocimiento y demás efectos. .

Madrid, 7 de hoviembrede 1985.-EI Director general, Gregorio
García Ancós.

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Barcelona.

25678 RESOLUCJON d' 11 de noviembre de 1985, de la
. Dirección General de los Registros y del Notariado, en
el recurso gubernativo interpuesto por el Procurador
don Manuel Gramunt de Moragas. en nombre del
«Banco Espanol de Cridito. S. .4.», contra la nota de
calificación -del señor Registrador de la Propiedad
número 9 de Barcelona por la que suspende el manda­
miento.expedido por.el Juzgado de Primera Instancia
número J3 de la misma capila/, en virtud de apelación
del Registrador.

Excmo. Sr.: En el recurso gubematÍvo interpu~sto"por el
Procurador de los Tribunales don Manuel Gramunt de Moragas, en
nombre del .Banco Español de Crédito, S. A.~, contra la nota de
calificación del señor Registrador de la Propiedad número 9 de
Barcelona por la que suspende el mandamiento expedido por el
Juzgado de Primera Instancia número 13 de' la misma capital, en
virtud de apelación del Registrador, y
-- Resultando que por ~andamiento de embargo de fecha 15 de

octubre de 1984, ordenado por el Magistrado-Juez ·de Primera
Instancia número' 13 de Barcelona, se presentó en el Registro de la
Propiedad número 9 de esta misma capital el mencionado manda­
miento, en el que se decretó la anotación preventiva de embargo
sobre dos fincas urbanas sitas en Santa Coloma de Gramanet, para
respondcr cada. una de ellas por 2: 110.887 pesetas de principal .y
500.000 pesetas calculadas sin perjuicio para intereses y costas;

Resllltand<t que presentado en el Registro el anterior manda­
miento, fue calificado con nota del tenor literal siguiente: «Dene­
gada la anotación acordada en la providencia a que se refiere el
precedente mandamiento, en cuanto a la participación indivisa del
noventa y.seis enteros setenta'y siete centésimas por ciento de la
finca descrita 'en primer lugar, registra) número 575, por constar
inscrita a .favor de diversas personas distintas de los demanda­
dos.-Y suspendida la anotación respecto a la, restante participación
indivisa de tres enteros veintitrés centésimas por ciento de la finca

. descrita en primer lugar, a la que se le asijna el uso de la plaza de
garaje número 26, y a la totalidad de la finca descrita en segundo
Jugar, por el defecto subsanable de que, correspondiendo las fincas­
al partido judicial de santa Coloma de Gramanet, el mandamiento
debe de ser expedido, previo exhorto. por el Juzgado de dicha

,localidad, alque corresponde la competencia para ello, de acuerdo·
con lo dispuesto en los artículos 1.453·de la Ley de Enjuiciamiento
Civil y 165 del Reglamento Hipótecario y doctrina sentada en su
apli-cación, entre otras, por Resoluciones de la Dirección General
de los Registros.y del Notariado dé 28 de junio de 1871 y 4 de
octubre de 1916. con carácter general.- Y. si el embargo a que se
alude. fuera preventivo, 10 que no se indica en el mandamiento,
conforme a 10 dispuesto, además, en los artículos 63.12.a, 1.397 y
1.409 de la citada Ley de Enjuic;íamiento, nonnas de competencia,
todas ellas, Que no se estim.an modificadas por la nueva redacción
del articulo 299 de la mísma, operada por la Ley 34/1984, de 6 de
ago!oto."A solicitud del presentante, "·se ha tomado en su lugar
anotación· de suspensión por defecto subsanable, por el plazo legal
de sesenta días. sobre la finca descrita en 'segundo lugar y la
N.rtición indivisa de tres enteros veintitrés centésimas por ciento

. de la finca descrita en primer lugar, donde indican los cajetines de
esta Oficina puestos' al margen de su respectiva descrip­
ción.-Barcelona, 10 -de enero de 1985.-EI Registrador.-Firma
ilegible.»;

Resultando que con fecha 23 de enero de 1985, el 4<Banco
Español de Crédito, Sociedad Anóni.ma», a través de su apoderado,
interpuso recurso gubernativo contra la anterior calificación, ale·
gando que si se aplica el artículo 299 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil en· su nuevo redactado de7 de ¡"ulio dc 1984, sí procede Que
sea el Juzgado que termina el pleito e que remita el mandamiento,
d,. modo directo, al Registro de la Propiedad al que pertenece la
tinca a embargJ:f, por lo que el Rcgistrador deberá procedcr a su
inscr:pcion (sic): .
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Resultando que con fecha 5 de febrero de 1985, el Magistrado­
Juez del Juzgado de Primera Instancia número 13 de, los de
Barcelona informó Que la razón de la remisión directa del dicho
mandamiento al señor Registrador, sin utilizar la fórmula del
exhono previo al Juzgado de igual clase- ele Santa Coloma.de
Gramanet. se fundamenta en las siguientes causas: a) en el
contenido del artículo 299 de la Ley. de Enjuiciarniel)to Civil, en
concordancia con la disposición transitoria tercera. numero 2, dado
por la reforma introducida por.1a Ley 34/1984, de 6 de agosto;
b) en la propia 4<I'atio legislt ele la reforma, manifestada en la
exposición de motivos, al señalar co01o metas de la misma la
necesidad de acelerar y abaratar el proceso, y e) en el «usu," (ori»
nacido a raíz precisamente de la reforma se concreta'en la negativa
de la mayoría de Juzgados a cumplimentar exhortos cuando a
tra ....és de la fórmula del artículo 299 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil cabe una remisión directa del oficio, mande.miento o exPosi-
ción; \

Resultando que el Registrador ;nformó que, desde dos perspec-.
tivas, se confirma la necesidad de que el mandamiento lo libre el
Juez de la jurisdicción en que está_ sita la,finca: a) el articulo 299
citado no se refiere para nada al problema, ni prejuzga cuestión
alguna de jurisdicción o competenda; b) el articulo 1.453 de la Ley
procesal, no reformado en 1984, es tenninante al disponer que «del
embargo de bienes inmuebles se tomará anotación preventiva en el
Registro de la Propiedad.;- con arreglo "a las diSposidones.de la Ley
Hipotecaria y Reglamento para su ejecución,'expidiéndose para ello
el correspondiente mandamiento p?r duplicado»; entra a continua­
ción el Registrador a ~xaminllr dichos articulos, señalando que de
ellos resultará que existen fuertes argumentos' en favor de la nota
de calificación: a) Respecto al articulo 299 de la Ley de Enjuicia­
miento Civil que aparece en la Ultima reforma establece: «los
mandamientos, oficiOs y exposiciones se cursarán, para su cumpti.
miento, dir~ctamente por el Juez o Tribunal que los hubiere
librado. Podrán, en su caso, utilizarse los medios de comunicación
a que se refiere el artículo 288. El destinatario acusará recibo
inmediatamente. La parte a cuya instancia se libre 9ueda obligada
a satisfacer los gastos que se originen por su cumphmiento en los
términos del artículo 292 de esta Ley»~ que este artículo, segUn el
criterio del Registrador infonnante, se refie~ a un problema de
forma de comunicación de una resolución judicial. de gestión del
mandamiento expedido, en definitiva. pero en modo alguno
prejuzga ni puede prejuzgar la jurisdicción del Tribunal que dicta
la resolución, ni su competencia, Que quedan in~ que este
ámbito meramente formal y de tramitación del articulo 299, señala
el Registrador, resulta ctaramente del examen de los- siguientes
puntos: 1.-0 De la comparación con el texto del a.rtículo 291 de la.
Ley procesal Civil. antes de la reforma. que decía que «los exhortos
)' demás despachos antes expresados (entre los que estaban los
mandamientos) se entregarán, para que gestione·su cumplimiento,
a la parte a cuya instancia se hubiere librado. Si lo solicitare la
contraria, se le fijarán téOllino para presentarlos a·qUienes vayan
cometidos»; que la Ley de refonna desdobla en dos preceptos este
aniculo, conteniendo el nuevo artículo 289 lo relativo a los
exhortos y el 299 lo referente a mandamientos, oficios y exposicio.
nes; que. en relación con los exhortos. el anículo 289 dice: «1os
exhortos se remitiran directamente al órgano exhortado. se acusará
recibo al exhonante, salvo que la parte a quien interese exija su
Temisión por conducto personal,"en cuyo caso se le entregará bajo
su responsabilidad para que cuide de su ·tramitación»; que el
precepto, en cuanto a la posibilidad de fijación de plazo para
gestionar la tramitación del exhorto, que preveía el pirrafo segundo
del transcrito antiguo artículo '"291, lo desenvuelve actualmente el
artículo 290, que prevé dicha fijación de plazo para comparecer
ante el órgano exhortado; QUe, en relación cod' los mandamientos,
oficios y exposiciones, en el 299, antes transcrito, se dice que ~
cursarán directamente»; que de la ~omparación entre el texto del
antiguo anículo 291 y los nuevos. 289.y 299 que los sustituyen,
resulta; que donde antiguamente se preveía la entrega de:1 exhorto
o del mandamiento a la parte que lo hubiere solicilado, ahora se
pre\."é el curso directo como noIma general, con la sola excepción
de los exhorto~ en que se da a la parte interesada la opción de
solicitar su entrega para gestionarlos personalmente; que se bifurca,
pues, el tratamiento antes único de ambos tipos de comunicación
jud:icial. diferencia de tratamiento que encuentra su justificación en
la mayor inmediatividad del mandamiento, en cuánto tiene su
destino dentro del propio partido judicial,Jo que. a nivel práctico,
posibilita ese «curso directo» .que se impone sin la posible
excepción prevista para los exhQrtos; que simplemente se agiliza la
tramitación de la comunicación, sustituyendo al portador del
exhorto por la gestión directa desde el Juzgado; que ello no incide
ni en la jurisdicción ni en la competencia, y es por ello que sigUe
existiendo la necesidad del auxilio judicjal~ que incluso el antiguo
1n1culó 291 se referia también a la palabra '<Cumplimiento". (para
~esuonar su «cumplimiento»), y ahora el artículo 299 dice que se
:ursanin exactamente para 10 mismo, para su «cumplimiento», sólo

que directamentc", que otro argumento,· ·marginal si se quiere.
resulta también de la referencia a los gasfos que contiene el último
párrafo del articulo 299; que el antiguo articulo 292 establecía
también la obligación del interesado de satisfacer los gastos, y no

, se hacía ninguna referencia a la vía de apremio para reclam.árselos,
que contempla a<:tualmente el mismo articulo 292; que dicha vía de
apremio sÓlo se preveía antes en el artículo 294 para un supuesto
especial, el de revisión dirj!cta del exhorto en el caso que dicho
artículo preveía; -que generalizado hoy ese. supuesto especial d~

revisión directa del exhorto, l:¡ue se ha convertido en la regla
general, se generaliza también la via de apremig que contemplaba
dicho precepto para reclamar los gastos; que asi la remisión Que
ha,ce el actual articulo 299 al 292 en cuanto a losgasto$, avala aún
más, aunque sólo sea desde este punto de vista marginal, el sentido
de «curso directo-. a que se refiere el primer párrafo del precepto,
y nada se prejuzga, pues, sobre la competencia y jurisdicción de los
Juzgados que han de librar los mandamientos, cuestiones_éstas" en
su caso, no sólo de la Ley de Enjuiciamiento Civil. sino de la Ley
Orgánica del Poder Judicial yde las Leyes de demarcación
territorial~ que tampoco se prejuzga los requisitos formales que ha
de tener el mandamiento; que simplemente'se habla de la foOlla de
darles curso. 2.° De la exposición de motivos dé la Le)l de
Refonna que. avalando esta idea contada claridad, se refiere a este
extremo que se debate en uno de sus últimos párrafos,. baio el
epígrafe de «modificaciOl'1'CS posibles y matizaciones que se ifreor·
poran a la Ley de Enjuiciamiento Civibo, cQlttemplando la modifl·
cación a que no· referimos como Mimple matizaciÓn», lo que es
peñectamente lógico, ya que se trata de reforma en materia de pura
mecánica procesal, sin más alcance. y, de entenderse el precepto
como pretende el. recurrente. se ilja mucho mas allá de la simple
modificación «matizadol'D que ~ícl;l el preámbulo d~ la Ley; y
hay que resaltar, por otra parte, la·c1andad de la expresión «curso
directo.,. a que se alude, «sin necesidad de intennediarios» (inter·
pretilción auténtica por la propia Ley de este ténnino). 3.° De la
mterpretación gramatical del artículo .299, en. el que hay que
resaltar los siguientes ténninos y locuciones: «curso» (es una
palabra relativa a una cuestión de «trámite»; no a una cuestión de

. jurisdícción. Es el mero envío de mandamiento); «d:irectamente»
(quiere decir sin necesidad de portador) que en el artículo 289 de
l;t propia Ley ~formada, que ya se ha visto que tiene un origen
común con el 299, también se emplea la palabra «direetamente~, y
nadie discute al11 que el «directámente» significa la remisión sin
necesidad de acudir al «portador»); «El Juez o Tribunal que los
hubiere librado» (los mandamientos) (<<el que los hubiere Iibrado~,
pero nada nos dice respecto a quién sea el Juez o Tribunal que los
deba librar, que el recurrente presume: que ef artículo dice 10 que
no dice: que los libra el Juez del procedimiento; pero esto no lo dice
ni 10 puede decir el artículo, pues. se refiere: a un proble~a. ~e
comunicación formal; que· el articulo 299 guarda un sIlenCie
absoluto sobre la cuestión que el recurrente estima resuelta por el
precepto). 4.? De la interpretación sistemática del artículo 299,
ubicándose el precepto en la Ley de Enjuicia.miento Civil dentro
del título VI. referente a «actuaciones r términos judiciales», y más"
concretamente dentro de la sección qutola, relativa a los «exhortos,
oficios y mandamientdU; que esta, ast,· situado sistemáticamente
entre preceptos que nI) se refieren·ni a contenidos ,sustanciales ni
a competencias; y, mas aún, es precisamente la idea de jurisdicción
y competencia la que fundamenta la exigencia de es~ ~ión en .
gran medida; que los exhortos, forma. de comunicaCión entre
Juzgados, responden a la necesidad del auxilio judicial, consecuen­
cia de la jurisdicción y competencia de los mismos~ que junto. a
ellos aparece el «mandamiento., forma, de comunicación entre los
Jueces y los Registradores y demás funcionarios citados ~n el
artíeulo 297, que dispone: «se utilizará la forma de manda.mlento
para ordenar el libramiento de certificación o testimoniO y la
práctica~ cualquier diligencia judicial cuya ejecución corresponda
a los registradores de la PropIedad, Mercantiles. de Buques, de
Ventas a Plazos de Bienes Muebles, Notarios,- Agentes de Cambio
y Bolsa, Corredores Colegiados de Comercio o Agentes de Juzgado
o Tribunal»; que junto a éste; sólo el artículo Que comentamos se
refiere a los mandamientos; que el su~esto normal del artículo 2~
hay que imaginar que es el de mandamiento dentro del PCO:PIO
territor!t> jurisdiccional, que el articulo 297 establece, asi, la forma
de mandamiento, según su último inciso, para ordenar qualquier
diligencia a Agente!. de Juzgado o Tribuanl, y es de suponer que a
nadie se le ocurrir.1 pen!ar que un Juez pueda ordenar alguna
diligencia a un Agente de Juzgado de distinta jurisdicción; q~e lo
mismo, pues. ha de entenderse respecto a los demás poSibles
destinatarios del mandamiento que! prevé el anículo 297,. pueS
están todos tratados en el mismo plano y en la misma línea; qu~
el supuesto nonnal que contempla el precepto es el-de funcionarios
de la propia jurisdicci~ del ~1.!ez! ~~ para cualquier. o~
necesitará el correspondiente auxiliO JUdlC131, que se- hará ef~etlvo_
por el exhorto; que esto es c1arísimo dentro de la sección en que
está el artículo, pues según el 284 «1os Jueces y Tribunales. ~stán:
obligados a prestaf5e recíproco auxilio en las actuaciones v dlhgen--
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cias que, habiendo sido ordenadas por uno, requiera la colabora.
ción de otro para su prieticB», y según el anículo 285 iCe} auxilio
judicial se prestará siempre que las actuaciones hayan de efectuarse
fuera de la circunscripción del Juzgado o Tribunal o, dentro de
eUas, por uno distinto del que las hubiere dispuesto, así como

. tambi~n cuando el acta haya de realizarse fuera de la localidad en
que el Juzgado o -Tribunal tenga su sede, si hay causa que lo
justifique»; que en l~sa:tículos siguientes se re~ula.con tqdo detal.le
el exhorto, que de rtl.ngun modo ha desaparecIdo; que es el propIO

, título y sección en que se encuentra el precepto el que está pidiendo
a voces de modo terminante que se utilice el exhorto cuando una
actuación judicial ha de efectuarse fuera de la circunscripción del
Juzgado; que no hay que olvidar que el citado artículo 291 se re11ere
a la «práctica de cualquier diligencia judicial», por lo que si se trata
de diligencias. fuera de la jurisdicción, el exhorto )0 i.mpone el
propio artículo 285; que el artículo 255 de la propia Ley rituaria.
que no ha sido reformada, mantiene la misma idea: 4<las diligencias
~ue no puedan practicarse en el partido judicial en que se siga el
btigio deberán someterse precisamente al Juez de Primera Instancia
de aquel en que hayan de ejecutarse». B) Y en lo referente al
artículo 1.453 de lB Ley de Enjuiciamiento Civil, es de señalar Que
contrastando con el detalle con el' que la misma regula el embargo
de bienes muebles, tratándose de bienes inmuebles. el artículo
1.453 se limita a decir que «del emba"o de bienes inmuebles se
tomará anotación preventiva en el RegIstro de la Propiedad, con
arreglo a las dispoSiciones de la Ley Hipotecaria: y Reglamento para ­
su ejecución, expidiéndose para ello el correspondiente manda­
miento por duplicado»; que la Ley de Enjuiciamiento Civil, por lo
tanto, no entra en los requisitos ni en la forma ni en los
documentos precisos para la.práctica de la anotación preventiva de
embargo, y si se remite en este plinto a la Ley Hipotecaria y al
Reglamento para su ejecución. a los que se estará, no a 'los efectos
del embargo como tal embargo procesal, sin,o a los efectos de
.practicarse el asiento de anotación preventiva en el Registro,
materia ésta hipotecaria, exactamente i,ual que las materias que
reguJan requisitos que han~de tener los utulos para que accedan al
registro, produciendo el asiento correspondiente; que la Ley de
Enjuiciamiento Civil regula, así, la competencia del Juez para el
proc~so, regula la forma en que han de practicarse los embargos,' el
orden d~ e¡nbargo, etc.; que, respecto de los bienes inmuebles, el
embargo en el proceso supone un señalamiento de bienes a vender
en subasta, que permite la lícita enajenación de los mismos para el
pago _del crédito; que no es imprescindible su anotación en el
Regístro, y prueba de ello es que el embat:'8o procesal de bienes
inmuebles existe, aun cuando éstos no estén inscritos en el Registro
de la Propiedad, '0 cuando por la razón que sea no se anote
preventivamente; que lo único que sucederá en tal caso es que el
adjudicatario de la subasta estará sujeto al riesgo de evicción si la.
tinca ha sido vendida. con -anterioridad a la compra judicial; que
esto no es sólo un problema de las subastas, sino que es el mismo
pr091ema de la transmisión del dominio' de los inmuebles y
d.erechos reales, según las normas del Código Civil que rigen en el
derecho civil, consecuencia de que el acreedor, sea escrituraría o
sea en virtud de una sentencia de -condena, sigue siendo acreedor
y, por lo tanto, tiene por su cr6dito la prantia patrimonial del
deudor, con sus bienes presentes y futuros, lo que hace que los bienes
Que se 'enajenan' dejen de estar en su patrimoni.o y que, en
consecuencia. salvo que exista fraude, el comprador de
:una cosa adquiera su dominio en perjuicio del acreedor. siendo esto
la consecuencia lógica del régimen civil; que en cuanto a la
anotación preventiva de embargo, ~ual que tn cuanto a las
inscripciones en el Registro de la Propiedad, lo que sucede es que
a favor del. título inscrito o anotado incid'en' los principios de
inoponibiIidad, fe pública y legitimación, pero esto rs consecuencia
de la propia Le,Y Hipotecaria, de la eficacia de los asientos
~istrales; que, por tanto, es la propia legislación hipotecaria la, que
establece los requisitos para que los títulos puedan ser susceptibles
de inscripción o anotación preventiva, y, asi, como no todo título
traslativo del dominio de los inmuebles o derechos re,ales es
susceptible de inscripción, .pues -exige el requisito de ~scritura
publica, lós embargos procesales para que sean susceptibles de
anotación preventi.va tienen que cumplir el requisito de que el
~mandamiento sea expedido por el Juez del términO jurisdiccional
de la flnca "i que~nga todos los .contenid~s establecidos ~! la
legislación hl~tecana para la práctica del asiento; que la remiSión,
pues, a la legislación hipotecaria que ha.ce el artículo 1.453, intacto
tras lJi reforma, remisión que. se hace, curiosamente, no sólo a la
Ley Hipotecarla, sino también al Reglamento para su ,ejecución,.
nos lleva directamente' al párrafo último del articulo 165 del
Reglamento Hipotecario, que dice lo siguiente: 4<el mandamie~to
será siempre expedido· por ~I Juez o Tribunal en cuyo térmmo
jurisdiccional radique e1R~gistro donde deba extenderse la
anotación preventiva, al que exhonarán con tal objeto los demás
Jueces o Tribunale5»; referencia, pues, al «exhorto» y a lo «jurisdic·
cional», que confirma plenamente la nota de calificación; Que el
artí!=ulo 1.453 ti~ne la primitiva redacción de la Ley de 1881, y la

explicación de esa re"misión nada menos Que al Reglamento
Hipotecario, es porque el Reglamento de 1870, en su artículo 45,
'establecía lo mismo Que en el actual artículo 165. párrafo último.
que se ha transcrito; de modo Que la primitiva Ley, a sabiendas de
ese precepto reglamentario vigente en aquella época, se remitió al
mismo; e incluso ese inciso final del artículo 1.453 en que dice
4<expidiéndose para eUo el correspondiente mandamiento por
duplicado», está confirmando la regulación reglamentaria, pues ese
«mandamiento corresJ?Ondiente» es el que «corresponde» al Juez
del término jurisdiCCional; .que, por tanto, a la vista de esta
regulación, hay que distingUir ,la competencia para decretar el
embargo (que corresponde al Juez del procedimiento) y competen·
ciapara decretar la anotación preventiva a través del correspon·
diente mandamiento (que corresponde al Juez de la jurisdicción de
los bienes, por ser la comPetencia procesal en materia estrictamente
hipotecaria); que- el Registrador de la Propiedad debe calificar
ambos aspectos de la competencia por imperativo de lo dispuesto
en el artículo 100 del Reglamento Hipotecario, pero con mayor
razón la competencia para decretar la anotación a través de la
expedición del correspondiente mandamiento,_ pue~ es la compe­
tencia típicamente hipotecaria~ q;ue esta distinción de los dos
aspectos del embargo (la declaracJón de voluntad del Juez acerca,
del embargo y el titulo anotabJe para garantizar la traba respecto a
terceros posteriores) ha sido reconocida por la Dirección General
de los Registros y del Notariado en resolución de 19 de agosto de
1919 y más claramente en la de 25, de mayo de 1938; que no es
mero capricho del legislador el establecimiento de este sistema de
expedición delrtlandamiento por el Juez del término jurisdiccional,
sino que responde 1l razones de fondo, explicables peñectamente
desde la perspectiva de la naturaleza de la anqtación de embargo;
que, en primer lugar, se trata de un problema de jurisdicción (cada
Juzgado, inqependientemente de--su competencia, sólo tiene Juris~
dicción dentro de su partido judicial); que, en segundo lugar, se
trata de un problema de: competencia en materia hipotecaria (y por
eso, independientemente de la jurisdicción. el- mandamiento de
anotación ha .de ser expedido por el Juez del lugar donde se
encuentren los bienes, que. es el único ·que tiene competencia, a
efectos exclusivamente hipotecarios, para configurar un título
anotable en el Registro de la Propiedad); que para comprénder bien
este interesante aspecto de la competencia (en ello la Ley de
Enjuiciamiento Civil no quiere entrar y se remite a la Ley y
Reglamento Hipotecario en el artículo 1.453), hay Que tener en
cuenta que eL proceso se caracteriza por ser una relación triangular
del Juez y de las partes, sin que queden afectados terceros; Que, por
tratarse de un problema entre partes, cabe que éstas varíen el
sistema de competencia, puesto que sólo les afecta a ellas mismas
(su misión expresa o,tácita); que cuando se trata de un problema
respecto a terceros que no comparten el proceso, no cabe atender
sin más a la competencia estrictamente procesal; sino que hay que
acudir a la competencia que podría denominarse hipotecaria, pues
está en juego el efecto del proceso respecto a terceros que no son
parte en él; que en este punto ya no cabe ni otro criterio diferente
Que el de la situación de la finca; Que cuando se está afectando o
estableciendo el estatuto real de la finca, el tema se sale propia­
mente del proceso «interpartes», y se entra plenamente, en materia
hipotecaria- y, consecuentemente. en una especial competencia
regulada y prevista por la legislación· hipotecaria y respetada ~
reconocida por la Ley de Enjuiciamiento Civil (articulo 1.453). 5.
Que así, 'pues, el carácter excepcional, el hecho de que mediante las
anotaciones preventivas judiciales. de embargo en este caso, se
incide en relación con terceros en la eficacia de los asientos de
ibscripción, exige respecto a las mismas tinas garantías excepciona­
les que son precisamente las establecidas en el artículo 165 del
Reglamento Hipotecario; que, como cuestión previa, tenia que
indicar la falta de legitimación del Procurador recurrente para
interponer el recurso, ya que la fotocopia del poder que se
acompaña no reproduce el documento notarial del que resulte en
forma auténtica la representación alegada o un testimonio notarial
del mismo, ya que no lleva autorización notarial alguna, con lo que
no pasa de ser un simple documento privado; y que aun admi­
tiendo la existencia de dicho poder notarial, sería preciso para
atribuirle plena eficacia el ,que se justificase la inscripción en el
Registro Mercantil del otorgante del poder y de los suscribientes de
la certificación Que aparece unida al mismo;

i Resultando que el Presidente de la Audiencia revocó la nota de
calificación en base a los siguientes argumentos: Que la representa­
ción del Procurador como la legitimación de la parte recurrente
derivan de su acreditación en el proceso del que dimana el presente
recurso~ que la procedencia del mandamiento dirigido por el Juez
de Primera Instancia de Barcelona a un Registrador de la Propie­
dad de la misma ciudad (y aun en el supuesto de que lo fuera de
distinta ciudad), para que surta efectos en relación con una finca
sita en el partido judicial de Santa Coloma de Gramanet, viene
determinada por el sentido y la finalidad y el verdadero alcance de
la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Civil (Ley de 6 de agosto
de 1984.), en relación con los exhortos, oficios y mandamientos, en
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tos que se si'Stituyen pOr"' otros, de mayoT, flexibilidad, rapidez y
eficacia. los antenores medios de comunÍcación y auxilio judicial.
suprimiéndose «las innecesarias y retóricas fOrmulas jerárquicas» y
estableciéndose el «runo directo sin necesidad de intermediarios»,
disponiéndose específicamente, en el nuevo artlculo 299 de la Ley
de Enjuiciamiento Civil, que «1os mandamientos, oficios y exposie
ciones se cursarán, para su cumplimiento, directamente por el Juez
o Tribunal Que los hubiere-librado~~ que los mismos principios e
interpretación que se da a tanoona legal anteriormente enunciada
es la que también inspira el nuevo articulo 287 de- la Ley de
Enjuiciamiento Civil, que suprime el anterio~ rigor jerárquico de
¡as comunicaciones entre tos _Jueces o Tribunales y que obliga a
dirigirse siempre al Juzpdo o Triounal de ilual grado jerárquico
que el exhortan te; que SIta limitación de las comunicaciones entre
órganos jurisdiccionales resulta modificada en la forma anterior­
mente expuesta, por igual razón ha de entenderse que así resulta,
de los preceptos citados, .en las comunicaciones entre lo¡ Juz,gados
y Tribunales, y los Registros de la Propiedad, habiendo de
entenderse derogada cualquier disposición anterior, de igualo
inferior rango, que se oponga a lo Que en ello se establece~ Que la
eficacia de los documentos judiciales viene determinada por los
requisitos legales Que la Ley exige (intervención del Juez y dación
de fe del Secretario, especialmente), sin que, concurriendo, haya de
quedar limitada al partido o territorio de su jurisdicción, o a las
partes o personas dIrectamente interesadas, ~ino que se extiende a·
cualquier lugar del territorio español o personas ante las que
proceda, afecte o correspOnda; siempre que lo estén «en la forma
que prescriban los Reglamentos» y, por supuesto 'y con preferen~ia,
las Leyes; .

Re-sultando que el Registrador Se alzó de la decisión presiden­
cial e insistió en la falta de legitimación del Procurador recurrente,
.asi como en sus argumentos, reflejados en el escrito de defensa de
la nota. ,

Vistos 105 aniculos 60S del Código Crvil. 55, 291 (texto anterior
a la reforma de 6 de agosto de 1984), 2;15, 284, 285.289, 297, 299
Y 1.453 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 784-1. de la Let de
Enjuiciamiento Criminal, 257 de la Ley Hipotecaria ~ 165-2. del
Reglamento para su ejecución y, además, e} 227_1.0 y 246 del
Reglamento Notarial .y las Resoluciones de este Centro de 19 de
agosto de 1919, 25 de mayo de 1938, 31 de octubre, 7 y 8 de
noviembre de 198.5: .

Considerando que 'este recurso plantea como cuc:stii>n de fondo
la misma que ha siejo decidida por- las Resoluciones de 31 de
octubre, 7 y 8 de noviembre de este año, en expedientes proceden­
tes de esa misma Audiencia Territorlal de Barcelona, pero a la vez
el Registrador, en su informe y con carácte{ previo, resalta la falta
de legitimación del Procurador que ha interpuesto el recurso, y, en
efecto, asi sucede, ya que el documento presentado de dos folios
simplemente mecanografiados sin firina alguna, no ya de particula­
res. sino tampoco de fedatario publico que pudiera darle el valor de
testimonio notarial. carece de tOda autenticida~

Esta Dirección General ha acordado no entrar en el examen del
cooI,enicto del recurso, en tanto no resulte acreditada la representa~

cíón del Procurador.

Lo que. con devolución del expediente otiginal, comunico a V. E.
para su conocimiento y demás -efectos.. .

Madrid, I1 dé noviembre de 1985.-EI Dirtttor general, Grego-
rio García Ancos. .

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial. Barcelona. .1

25679 RESOLUCION de I3 de noviembre de 1985. de la
Dirección Ge,,"al de los Registros y del Notariado, en
el recurso gubernativo interpuesto por don Manue~

Nevado Misas, como Consejero-Secrttario y en repre·
sentación ck «Hormigones Las Palmas. Sóciedad
Anónima», contra la negati-ra del Registrador mer­
cantil de Las Palmas a inscribir una escritura de
ampliación de capital. .

En el recurso gubernativo iDterpuesto por.don Manuel Nevado
Misas., como Consejero-Secretario y en representación de .Hormi­
gones las Palmas, SoCiedad Anónima», contra la negativa del
Registrador mercantil de las Palmas a inscribir una escritura de
ampliación de capital sotial;

Resultándo que mediante escntura autorizada por el Notario de
Madrid don Ramón Fernández PUTÓn el día 24 de noviembre de
I 983 la Compañia mercantil «Hormigones las Palmas, Sociedad
AnónimD, procedió a ampliar el capital social; que adyertidos por
el seftor Registrador ciertos defectos relativos a participación y
desembolso de capital extranjero, se 5ubsat18ron mediante escritura
otorgada ante el mismo Notario el dia .28" de septiembre de 1984:

"Resultando q,ue -p~sentadi copia ~ ban~eriOl"escritura, junto
c'on la de subsanación, fue calificada Con,nota del siguiente,tenor:
«Denegada la inscripción del adjunto docu,mento, así como la de la
es"critufa aclaratoria ante el mismo Notario, áutorizante el 28 de
septiembre de 1984, por el defecto insubsanable de no caber Junta
de un solo socio. Extendida de. conformidad con mi cotitular y a

, petición expresa del presentante.-Las, Palmas de Gran Canaria, 19
de noviembre ~ 1984.-El.,Registrador mercantil.-Firma ileg,ible.»

Resultando que don Manuel Nevado Misas, como Consejero­
Secretario y en represen~de la Compañia .Hormigones Las
Palmas, Sociedad Anónima», interpUso recurso gubernativo contra
la- anterior nota, y aleaó: Que siendo el tema debatido -la
composición de la Junta- una cuestión de fondo o sustantiva. el
Reglamento del Registro Mercantil no ofrece fundamentación para
la denegación y' ha)' que ,acudir a la Ley de Sociedades Anónimas;
que el artículo 1SO de dicha Ley no _considera como causa, de
disolución la reunión de todas las acciones en una sola mano. sino

'-que la propia exposición de motivos de la Ley, la generalidad de la
doctrina e incluso la Dirección General de los Registros y del
Notanado, 'j el Tribunal Supremo reconocen ,su subsistencia; que
el articulo SI no ~xige un número mínimo de socios para que la
Junta general q\JCde válidamente constituida; que el artículo 55,
para. el caso de la Junta universal.. sólo exige que esté presente todo
ef capital desembolsado~que de los preceptos citados se deduce que
la Ley no impide que un solo aCCIonista se constituya en Junta,
máxime cuando de otro modo quedaría paralizada la vida. de la
Sociedad; . ' .

Resultando que el señor Registrador mercantil de Las Palmas
dictó acuerdo manteniendo la nota de calificación, y expuso: Que
en la nota no se· dice que la reunión de las acéiones en una JOla
mano sea causa de disolución; qu.e muchos autores consideran que
la Sociedad Anónima de un solo socio no podrá celebrar Júntas
generales, ni en consecuencia adoptar acuerdos sociales~ que. el
Tribunal Supremo, en sentencia de 19 de abril de 1960, declaro que
la Junta no puede constituirse y actuar válidamente si concurre un .
solo accionista, aunque sea mayoritario~ que la Dirección-General
de los Registros y del Notariado, en resoluciones de 20 de julio de
1957, y especialmente la de 3 de octubre de 1972, se pronunció en
contra de las Juntas de un solo accionista, pues n9 desvirtuan esa .
doctrina las resoluciones de 8 de junio de. 1979 y 7 de julio de 1980,
recaídas en supuestos muy especiales;

Vistos los artIculos SI, 5S y 150 de la Ley de Sociedades
Anónimas de 17 de julio de 1951, la sentencia del Tribunal
Supremo de 19.de.abril de 1960 y las resoluciones de 20 de julio
de 1957, 20 de Jumo de 1963, 3 de octubre de 1972, 8 de ¡urno de
1979 y 7 de julio de 1980;

Considerando que este recurso plantea la cu,estión. de si es
inscribible una escntura de ampliación de capital social y modifica­
ción de Estatutos en virtud de acuerdo adoptado en Junta universal
convocada por el único socio, titular de' todas las acciones en que
se encuentra dividido el capital social, y que suscribe integramente
como tal socio único las nuevas 36.000 acciones puestas en
circulación.;

Conslderando que la exigencia de ser necesaría una pluralidad
de ;'y~r;,.;rnas para que se pueda constituir una Sociedad mercantil,
h] ,-'s tL,:',;, (~ue una consecuencia de la propia naturaleza del
(";_,(11;·:110 de Sociedad que requiere una puesta en común de
apl:rt.l(;'.)~e~ de los socios, aparte de Que resultaria dificil de
justificar la existencia de una personalidad jurídica social distinta
de la de sus componentes, cuando sólo se tratare de un solo socio,
y de ahi que el Derecho comparado -con la excepción de
Liechtenstein- no admita en el momento de su fundación Socieda-
des con tales características~ .

Considerando, no obstante. que en el transcurSO de la vida
social- y debido a las más variadas circunstancias un solo accionista
puede reunir en su poder ·todas las acciones sociales., y a fin de que
no se produzca una disolución automática con todos los inconve­
nientes que ello podria arrastrar. las diferentes legislaciones suelen
~itrar' soluciones que tienden a evitar este automatismo, .que
llevaría -como se ha indicado- a una disolución de pleno derecho
de la Sociedad., y por ello nuestra Ley de Sociedades Anónimas DO
incluye esta causa, ~ntre las de disolución del articulo 1SO. y en la
exposición de motivos aclara que esta subsistencia temporal de la
Sociedad se mantendrá en tanto pueda producirse su vuelta a la
normalidad y consiguiente reconstitución mediante la disposició'n
de .las acciones por su único titular, sin que por cierto nuestro
Derecho -a diferencia de otr.os- establezca un plazo para ellot y por
eso lajuri,prudencia ha declarado que ante esta falta de plazo habrá
que estar a los límites del abuso del derecho y ~pelO a la buena' fe;

Considerando que ae lo expuesto se deduce que el fundamento
de la subsistencia de una Sociedad ron un solo socio estriba en el
favor del legislador para evitar una inmediata disolución de la
misma; pero que tal subsistencia no puede quedar sujeta al libre
arbitrio del único accionista de la Sociedad. aparte de que como ya
ha declarado este centro directivo (confróntese las ~1t1ciones de
22 de noviembre de 1957 y 7 de julio de 1980), el aspecto


